
“TURISMO MIRAMAR S.R.L. C/ SOLOAGA JULIO S/ PAGO POR CONSIGNACION LABORAL

(L.51-Fº146)” EXP 85.805/12.-

JUZGADO LABORAL Nº 1 – CORRIENTES

Nº 189 Corrientes, 05 de diciembre de 2.013.-

AUTOS Y VISTOS: Estos autos caratulados: “TURISMO MIRAMAR S.R.L.

c/SOLOAGA JULIO s/PAGO POR CONSIGNACION LABORAL”, Expte. Nº 85805/12, que

tramita por ante este Juzgado Laboral, Secretaria Nº 1, del que;

RESULTA:

1º) Que, a fs. 2/3, la parte actora TURISMO MIRAMAR SRL, por apoderada

promueve demanda por consignación contra el Sr. JULIO SOLOAGA, fundando

su pretensión en el art. 63 LCT y del C.C., manifestando que el demandado

se negó a percibir la suma que por despido con justa causa le corresponde

al trabajador. Ofrece pruebas, hace reserva y demás términos que expone,

a los que envío.-

2º) Que, a fs. 5, la actora adjunta depósito por supuesta liquidación

final, pone a disposición certificado de remuneraciones y servicios,

invoca despido con justa causa por abandono de trabajo (art. 244 LCT). -

3º) Que, a fs. 19/25 se presenta el accionado, por apoderados, niega

todas los hechos afirmados por la demandante, expone su propia versión de

lo acontecido, formula planilla, reconviene alegando despido indirecto,

plantea la inconstitucionalidad del art. 3 del Decreto Nº 146/01 que

dispone treinta días para hacer operativo el art. 80 de la LCT, solicita

se rechace la demanda, se haga lugar a la reconvención, con costas y

demás términos que expone, a los que envío.-

4º) Que, a fs. 36/37 la actora -reconvenida- contesta la reconvención, en

los términos que allí lucen, impugnando la planilla, afirma que aplico

suspensión de diez (10) días por falta de diligencia y responsabilidad

para el cumplimiento de sus tareas laborales, que su dependiente había

efectuado una mala maniobra el día 01 de noviembre de 2012, en Costanera



y Salta a las 21:22 horas, afirma que al no haberse presentado a hacer su

descargo y ejercitar su derecho de defensa se le aplico la sanción;

afirma que fue despedido con justa causa por abandono de trabajo.-

5º) Que, fijada la audiencia de conciliación la misma se realiza a fs. 48

con la presencia de las partes asistidas de sus letrados apoderados;

Ofrecida la conciliación de ley, manifiestan que no hay acuerdo;

seguidamente desiste de la confesional.-

A fs. 56 por auto Nº 6595 se clausura el termino probatorio; a fs. 57/73

luce agregado el cuaderno de pruebas de la parte actora, a fs. 74/101 el

cuaderno de pruebas de la parte demandada, reconviniente, a fs. 105 luce

el alegato de la actora y a fs. 108/109 el perteneciente a la demandada

reconviniente.-

A fs. 110 auto Nº 7141 se llaman “AUTOS PARA SENTENCIA”, providencia que

a la fecha se encuentra firme y consentida;

CONSIDERANDO:

I-) Que, en autos no se advierten vicios que puedan invalidar este

pronunciamiento, por cuanto han sido observadas las prescripciones de la

ley Nº 3.540, respetándose el debido contradictorio, por lo que el

procedimiento resulto con arreglo a derecho.-

II-) Que, la parte actora promueve demanda de pago por consignación, por

las sumas que en el escrito pertinente determina, y deposita a nombre del

accionado JULIO SOLOAGA, manifestando que el demandado prestaba servicios

y fue despedido con justa causa y dicha suma es lo que le corresponde.

Todo ello en merito a los hechos que expone, derecho que invoca y demás

consideraciones a las que me remito por razones de brevedad.-

III-) Que, el accionado JULIO SOLOAGA se presenta por apoderado a fs.

19/25, manifestando que niega todas los hechos expuestos por el

demandante, expone su propia versión de lo acontecido, formula planilla,

reconviene alegando despido indirecto, solicita se rechace la demanda, se

haga lugar a la reconvención, con costas y demás términos que expone, a

los que envío.-



IV-) Que, la actora contesta la reconvención a fs. 36/37, en los términos

que allí lucen, ratificando el despido con justa causa por abandono de

trabajo.-

V-) Que, así trabada la litis, negando la accionada todas las

afirmaciones de la demandante, negando la procedencia de la consignación,

percibiendo la misma a cuenta de mayor suma, reconviniendo por los rubros

que detalla; alegando que el despido fue indirecto y con justa causa,

plantea la inconstitucionalidad del art. 3º del decreto Nº 146/01; es que

corresponde determinar a cuál de las partes asiste razón en estos

obrados, de conformidad al “onus probando” en la materia.-

VI-) Que, en merito a las consideraciones expuestas precedentemente y a

la forma de haberse trabado la litis, estimo que la carga probatoria debe

distribuirse del siguiente modo: a) la actora-reconvenida deberá

demostrar: 1) los hechos en que funda su pretensión -consignación-, 2)

que la negativa a recibir el pago por parte de la accionada fue infundada

e injustificada, 3) la causa del despido directo alegado -abandono de

trabajo-; 3) el domicilio del actor por ella alegado, b) a su vez la

accionada-reconviniente deberá acreditar: 1) el despido indirecto

afirmado,  2) los fundamentos de la inconstitucionalidad alegada.-

Que al respecto he señalado que: “Carga de la prueba, quien pretende
innovar en la posición de su adversario”. “la prueba recae sobre quien
pretende innovar en la posición de su adversario”, 22.08.2007, (SC Bs.
As.), “Silva, Juan J. contra ESEBA SA Despido, etc.”, Boletín Informativo

del EFT, Numero 141/2007, Setiembre de 2007, www.eft.com.ar. Carga de la

prueba, quien pide el efecto jurídico. “(se) distribuye la carga de

probar, precisamente, según la posición de las partes respecto del efecto

jurídico pedido”, 22.08.2007, (SC Bs. As.), “Silva, Juan J. contra ESEBA

SA Despido, etc.”, Boletín Informativo del EFT, Numero 141/2007,

Setiembre de 2007, www.eft.com.ar. (Boleso, Héctor Hugo: Código de

Procedimiento en lo laboral de la Provincia de Corrientes, Norma estatal

3540 y sus modificatorias, Comentarios, Doctrina y jurisprudencia, 1º.

Edición, 2008, Mario A. Viera Editor, Pagina 189.-

Al respecto remito a las previsiones del art. 377 del C.P.C. y C. –de
aplicación supletoria conforme el art. 109 de la ley Nº 3540-.

www.eft.com.ar
www.eft.com.ar


VII-) Que, sobre las cuestiones debatidas en autos, la parte actora-

reconvenida produjo las siguientes pruebas: DOCUMENTAL: la que se detalla

en los cargos de fs. 8, y que en este momento lo tengo ante; INFORMATIVA:

Oficio a OCA. (fs. 73) TESTIMONIAL: de DILOFF JUAN CARLOS (fs.66), ROMERO

JOSE GABINO (fs. 71), a cuyos dicho envío.-

VIII-) Que, por su parte la demandada-reconviniente produjo la siguiente:

DOCUMENTAL: la que se detalla en el cargo de fs. 26, a cuyo contenido

envío, de la que debo tener por autentica; informativa: Oficio Correo

Argentino (fs. 78/81), a cuyo contenido remito. EXHIBICION DEL LIBRO

ESPECIAL (art. 52 LCT.), la que no se realiza en la causa, por lo que

corresponde...-

IX-) Que, valorando el complejo probatorio rendido por las partes

litigantes, así “como las especiales circunstancias de la causa...”
(BIDART CAMPOS, GERMAN” CASOS DE DERECHOS HUMANOS” Ediar, Bs. As. 1997,

pág. 60 y ccs.), mas los datos del caso y principios jurídicos que

gobiernan la situación (Toller, Fernando: “HACIA EL OCASO DEL DARWINISMO
JURIDICO, LINEAMIENTO PARA UNA NUEVA TEORIA DE LA INTERPRETACION

CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, Rev. E.D. del 11-12-98,

pág. 7 y cs.), y dado que con los Derechos Humanos como herramientas, el

juez construye la sentencia para concretar la justicia en cada caso

concreto (CAPON FILAS, RODOLFO: aplicación judicial de la Declaración de

la OIT. sobre los derechos fundamentales en el trabajo y de la

Declaración Sociolaboral del Mercosur (Desde donde, en donde y para que

juzga el Juez), ponencia presentada al FSM. Porto Alegre 2002), estimo

que en el caso concreto, la parte actora incumplió con la carga

probatoria que pesaba sobre ella, en consecuencia estimo que corresponde

rechazar la pretensión deducida por la primera, acoger parcialmente la

reconvención de la segunda, imponiendo las costas a la actora

reconvenida, en su carácter de vencida (art. 87 RE Nº 3.540) y todo ello

conforme a los siguientes fundamentos.-

X-) Que, relativo al pago por consignación, la parte actora por

apoderada, promovió demanda por consignación, fundada en el art. 63 LCT y

del CC (fs. 2/3), contra su dependiente JULIO SOLOAGA.-



Que, en principio y conforme el principio iura novit curia, debo

encuadrar la pretensión de la empleadora demandante, en las previsiones

de los arts. 756, 757, 758 y ccs. del CC.-

Que, de lo actuado surge claramente que la pretensión de la demandante

resulta infundada, pues el art. 756 CC exige que el demandante pague la

suma que debe. Y a su vez, el art. 758 establece cuando la consignación

tendrá fuerza de pago, o si no, el acreedor no está obligado a aceptar el

ofrecimiento.

Que, ninguno de los supuestos previstos por el art. 757 CC se acreditaron

en juicio.-

XI-) Que, si bien lo expuesto precedentemente resulta suficiente para

rechazar la pretensión del demandante por inconsistente, dado que este

alega negativa infundada e injustificada de su dependiente, a recibir el

pago de la supuesta liquidación final por haber sido despedido con justa

causa. Analizare dicha circunstancia.-

Que, examinadas globalmente las probanzas rendidas en estos obrados,

surge que la demandante no cumplió con la carga de acreditar que la

negativa a percibir los pagos por su dependiente fuera infundada e

injustificada. Por lo que su pretensión, será desestimada.-

Que, a los fines de decidir acerca de la procedencia de la acción

entablada, debo evaluar la conducta asumida por las partes, según lo

normado por el art. 14 bis CN, Código Civil, LCT, Resoluciones del

Ministerio de Trabajo, Empleo, Formación y Recursos Humanos (MTEFyRRHH) y

ccs. en atención a los principios generales que informan esta rama del

derecho.-

En ese contexto, deviene infundada la acción intentada (arts. 756 a 763

del Código Civil).-

Que, el pago por consignación es un procedimiento de liberación coactiva

mediante el cual el deudor, que por negativa del acreedor o concurrencia

de alguna de las otras circunstancias mencionadas en el art. 757 del

Código Civil, se encuentra en la imposibilidad de realizar el pago en

forma extrajudicial o corre el riesgo de efectuar un pago que no resulte

liberatorio. Pago por consignación es el que pretende ejecutar o



satisfacer el deudor o quien está legitimado para sustituirlo, con

intervención judicial, cuando -entre otros casos- el acreedor no quiere

recibirlo.-

Las condiciones de viabilidad se encuentran estatuidas en el art. 758 del

CC, en cuanto prescribe que tendrá fuerza de pago si concurren los

requisitos en cuanto a persona, objeto, modo y tiempo sin los cuales no

puede ser válido. El objeto debe ser idéntico al pactado, ni prematuro ni

tardío, como así el modo, es decir, la manera de cumplir a que estaba

obligado el deudor (conf. Llambias “Derecho Civil, Obligaciones”, T. II,

p. 874, ed. 1970).-

La doctrina caracteriza a este instituto al decir que: “El pago por
consignación es aquel realizado con intervención judicial que posibilite

la liberación forzada del deudor en caso de que existan dificultades para

que este efectué el pago directamente al acreedor.” (Código Civil y

normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial. Alberto

Bueres - Elena I. Highton. Tomo II-B, pág. 116/117). “Se ha

conceptualizado al pago por consignación como el modo de extinción de las

obligaciones que se verifica mediante la intervención judicial solicitada

por el deudor, que ejerce coactivamente su derecho a liberarse, para

suplir la falta de cooperación del acreedor o para salvar los obstáculos

que imposibilitan el pago directo y espontaneo.” (Wayar, El pago por

consignación, 1983, p. 50 Nº 10, I, b) 2).-

Las hipótesis posibles de esta forma judicial de pago, están enumeradas

en el art. 757 del Código Civil. La doctrina enseña que se trata de una

enumeración simplemente enunciativa, por lo que no excluye otras

hipótesis análogas, siempre que concurra el depósito de la cosa debida,

la intención de extinguir con él la obligación pendiente, y que el deudor

se vea impedido de cumplir con seguridad su obligación, por causas

provenientes del acreedor o por la incertidumbre existente sobre una

persona (conf. Salas, Código Civil, V. I, pág. 757, ed. 1984). En igual

sentido, Belluscio-Zannoni “Código Civil”, Comentado, Anotado y

Concordado -V. 3, pág. 540, ed. 1981, y todos los autores que citan a pie

de página, nota 3).-



Que, aun en los términos del art. 757 inc. 1, conforme lo actuado, la

negativa del empleado se funda en que la liquidación realizada y ofrecida

como pago por la empleadora carece de fundamento, resultando la misma

ínfima y arbitraria, (escrito de responde).-

Que, en este contexto y conforme las previsiones de los arts. 245, y cc.

de la LCT, la que resulta infundada e injustificada es la conducta del

empleador.-

Que, por lo tanto la conducta asumida por el empleador y acreditada en

juicio, resulta antijurídica y justifica la negativa de su dependiente a

percibir la liquidación final, tal como lo hizo.-

Que, en consecuencia, la consignación intentada no tiene sustento

normativo. Mas, al haber retirado las sumas el demandado estas se

imputaran como pago a cuenta (art. 260 LCT).-

XII-) Que, el accionado-reconviniente, reclama, indemnización por despido

indirecto con justa causa. Que, habiendo la empleadora alegado despido

directo, por abandono de trabajo, corresponde seguidamente analizar la

causal del mismo.-

Que, manifiesta la empleadora que en fecha 09 de noviembre del corriente

año remite CD comunicándole que se le aplicaba una suspensión por diez

días por falta de diligencia y responsabilidad, procediendo al despido

por abandono en fecha 23 de noviembre de 2012 CD. 0031867; pero es el

caso que el trabajador en fecha 08 de noviembre de 2012 remite a su

empleador TCL. Nº 82253866 en los siguientes términos: “... Por la
presente, y en atención a la negativa en forma arbitraria desde fecha 05-

11-2012 y las presiones verbales realizadas para que curse mi renuncia,

lo intimo a que en el termino de 48 hs. de recibida la presente, aclare

mi situación laboral, provea tareas, bajo apercibimiento de considerarme

gravemente injuriado y despedido por su exclusiva culpa... Le informo que

se encuentra facultado para intervenir en cualquier cuestión suscitada de

la presente el estudio jurídico... sito en calle Salta Nº 671 pb. Oficina

Nº 2...” TCL del 08-11-12.-

Que, que del análisis de las constancias de la causa y en consonancia con

el art. 243 de a LCT corresponde el tratamiento del despido indirecto



alegado por el trabajador, atento a que a la fecha alegada por la

empleadora como la ocurrencias del despido por abandono, ya la relación

había finalizado por decisión del trabajador y así lo hizo saber a su

empleadora remitiendo el TCL. Nº 82253862 del 14 de noviembre de 2012 que

dice: “... Que, al no recibir respuesta a mi telegrama laboral de fecha

08 de noviembre... y hallándome en las causales de ley, por este medio le

notifico que me encuentro en situación de despido indirecto;...” TCL. Del

14-11-12.-

Que, ante la intimación, que efectúa el dependiente a través de las

comunicaciones referenciadas anteriormente, en sentido, aclare situación

laboral, y el silencio del empleador ante los reclamos del trabajador.

Que, la conducta asumida por la patronal -falta de respuesta respecto al

reclamo del trabajador- se halla prevista en el art. 57 de la LCT., que

prevé: “... constituirá presunción en contra del empleador su silencio

ante la intimación hecha por el trabajador de modo fehaciente, relativa

al cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones derivadas del

contrato de trabajo sea al tiempo de su formalización, ejecución..., o

cualquier otra circunstancia que haga que se creen, modifiquen o extingan

derechos derivados del mismo.- A tal efecto dicho silencio deberá

subsistir durante un plazo razonable...,” (art. 57 LCT.), así ante una

intimación del trabajador, la ley castiga el silencio de su empleador, si

por dos días este no contesta un requerimiento de su dependiente.-

Al respecto la jurisprudencia ha resuelto que: “... El silencio opuesto a
los telegramas intimatorios debe juzgarse como un obrar contrario al

principio de buena fe que debe  presidir las relaciones laborales.-

Que, así la conducta de la empleadora se halla incurso en las

prescripciones del art. 242 de la L.C .T. que preve: “...una de las

partes podrá hacer denuncia del contrato de trabajo en caso de

inobservancia por parte de la otra de las obligaciones resultantes del

mismo que configuren injuria y que, por su gravedad, no consienta la

prosecución de la relación...” (art. 242 L.C.T.), tanto el empleador como

el trabajador pueden extinguir el contrato fundado el primero el despido

en justa causa o considerándose el trabajador en situación de despido.-



Así se ha resuelto que: “...la calificación de la injuria esta librada a

la prudencia de los Jueces, sin otra exigencia que la de tomar en

consideración el carácter de las relaciones entre los superiores e

inferiores...” (S.C. Bs. As., 09-01-76, “D.T.” 1977, 445) (conf.

SARDEGNA, M. “L.C.T.” comentada y anotada 6º edición 1996, pág. 589).-

En conclusión, a mi criterio la conducta de la empleadora, configura

injuria de entidad suficiente para considerarse –el dependiente-

despedido indirectamente, con las consecuencias indemnizatorias a cargo

de la accionada.-

Así, también la doctrina ha expuesto que: “.... el ejercicio del poder
rescisorio queda sujeto a la apreciación judicial que valora la gravedad

de la causa, teniendo en cuenta las circunstancias y modalidades de cada

caso...” (Conf. Capón Filas R. Candelero, “R.L.A.” Librería Editorial

Platense SRL. 1981, pág. 174), y el art. 242 de la LCT. prevé: “... La
valoración deberá ser hecha prudencialmente por los Jueces, teniendo en

consideración el carácter de la relación que resulta de un contrato de

trabajo, según lo dispuesto en la presente ley, y las modalidades y

circunstancias personales en cada caso...” (art. 242 LCT.).-

También la jurisprudencia -criterio que comparto- y a mi entender

aplicable al caso ha decidido que: “... En materia de despido se debe
tener en cuenta la directiva de RCT. art. 242 que refuerza la presunción

generalizada de que los Jueces son personas prudentes, exigiéndole

valorar los datos prudenciales de acuerdo a todos los vericuetos de la

realidad (teniendo en consideración el carácter de la relación que

resulte de un contrato de trabajo... la modalidades y circunstancias

personales en cada caso”), precisamente porque aquella relación es más

importante que la entidad del incumplimiento. Tal vez la presunción

generalizada de que los Jueces son personas prudentes, debiera revisarse,

como lo hiciera Bidart Campos con la presunción de legitimidad de los

actos de gobierno (Conf. Bidart Campos Germán, “LAS REDUCCIONES

SALARIALES POR LA EMERGENCIA ECONOMICA” La Ley 1998-A-62).-

Sentado ello, y suponiendo valida la presunción de prudencia en los

Jueces, lo cierto es que en el caso despidos, RCT. art. 242 exige a los

Jueces actuar con doble prudencia; la originaria (esperada de todos los



Jueces), la especifica (exigida en materia de extinción de la relación de

empleo) “(CNATrab. Sala VI, Autos: SCARELLO, de CARLI ADIS LUCIA c/

CONSORCIO DE PROPIETARIOS DEL EDIFICIO PASTEUR 445/719 s/ DESPIDO” Bs.

As. 08 de abril de 2002, voto Dr. Rodolfo Capón Filas, adhesión Dr. Juan

Carlos Fernández Madrid), (Cam. Laboral de Ctes., 14-06-2002, “SANCHEZ
CRISTINA M. c/ CERVECERIA DEL RIO PARANA S.A., L.L. Litoral, Abril de

2003, pág. 313).-

Que, párrafo aparte merece las alegaciones del empleador, en cuanto a que

el remite comunicaciones al supuesto domicilio fijado por el trabajador

en la empresa -hecho no probado-, de las constancias de autos surge que,

en la primer comunicación remitida por el trabajador, a su empleador,

denuncia el domicilio de Salta Nº 671 pb. Of. Nº 2, en fecha 08-11-12, es

mas en la propia comunicación el domicilio del remitente dice Salta 671

Pb. Of. Nº 2, es decir que la empleadora no desconocía el domicilio al

que debía remitir las comunicaciones, a su dependiente, es mas al volver

la primer CD. remitida al supuesto domicilio del trabajador, debió a mi

entender (art. 63 LCT.), remitir las restantes al domicilio denunciado

por este en la comunicación del 08-11-12, es decir Salta Nº 671 PB.

Oficina 2, como si lo hizo con las CD. de fechas 21-11-12 y 23-11-12

respectivamente.-

En conclusión, el despido indirecto con justa causa (art. 246 LCT.),

alegado por el trabajador, a mi criterio se halla probado, de allí la

responsabilidad indemnizatoria de la empleadora y atento a las fechas de

las comunicaciones, no resulta conducente tratar el supuesto despido por

abandono de trabajo alegado por la empleadora, en razón que a dicha fecha

ya la relación laboral había finiquitado, en forma indirecta y a mi

entender con justa causa.-

XIII-) Que, a mayor abundamiento destaco, que evaluadas las probanzas

rendidas en juicio, no surgen acreditados, ninguno de los hechos

invocados por la patronal, como causal de suspensión, por lo que,

calificare a la misma como incausada. Que, en efecto, los testimonios

rendidos a fs.66 y 72, por su generalidad e imprecisión, no acreditan

ninguno de los hechos invocados como causa de suspensión.-



Que, simplemente agrego que, a fin de evaluar la conducta de las partes

en los términos del art. 63 LCT, he considerado que la actitud infundada

e injustificada, fue la del empleador, que aun sabiendo cual era el

domicilio del trabajador, denunciado a los efectos de cualquier cuestión

suscitada de la presente, TCL. del 08-11-12, continuo remitiendo las

comunicaciones al supuesto domicilio que estaba supuestamente denunciado

en la empresa, y proceder a sancionarlo por no haber concurrido a hacer

su descargo y ejercitar su derecho de defensa (f. 2).-

Que, al respecto se ha señalado que: “El empleador solo puede sancionar

si el dependiente incurrió en hecho o una omisión reprochable, es decir

cuando ha caído en un incumplimiento contractual o legal con culpa o dolo

(intención)” (Maza, Miguel Angel, Comentario al art, 128 LCT,

www.Laleyonline.com.). Que, se ha resuelto que: “la suspensión...que

pretendió imponer el demandado no estaba fundada en causa legítima e

implica, lisa y llanamente, una injustificada sustracción al deber de

ocupación contemplado por la norma apuntada”, (CNAT, sala II, 20/10/2008,

“Coronel, Hugo Walter c. Nigro, Miguel”, DT 2009 (febrero), 171, Cita

Online: AR/JUR/12389/2008, www.LaleyOnline.com.-

XIV-) Que, en cuanto a la pretensión del accionado SOLOAGA, indemnización

por falta de entrega de certificaciones (fs. 22 /23), estimo que deberá

rechazarse atento a la presentación del empleador de fs. 7 (ver cargo de

fs.8) acompañando el certificado de remuneraciones y servicios. El que

fue puesto a disposición del dependiente y entregado por ante el Juzgado

(fs.16).-

Que, por lo tanto, habiendo cumplimentado el empleador con la exigencia

del art. 80 LCT, la pretensión del demandante se torna infundada y, como

consecuencia resulta innecesario el tratamiento respecto de la

inconstitucionalidad del art. 3 del Decreto Nº 146/0, atento al

cumplimiento por parte de la empleadora de la obligación de dar, es decir

hizo entrega de las certificaciones de servicios y remuneraciones (art.

80 LCT.).-

XV-) Que, seguidamente corresponde, determinar si se dieron los

requisitos, para hacer operativa la ley Nº 25.323, carga procesal que le

fue impuesta a la parte reconviniente (ver considerando V).-

www.Laleyonline.com
www.LaleyOnline.com.-


Analizada las constancias de autos, a la luz de las normas legales

vigentes, a mi criterio el dependiente cumplió con la carga probatoria

que pesaba sobre el. En efecto, la ley Nº 25323, en su art. 2, prevé:

“...cuando el empleador fehacientemente intimado por el trabajador, no le

abonare la indemnizaciones previstas en los artículos 232, 233 y 245 de

la ley 20.744 (t.o. 1976) y los artículos 6º y 7º de la ley Nº 25.013, o

las que en el futuro las reemplacen y, consecuentemente, lo obligare a

iniciar acciones judiciales o cualquier instancia previa de carácter

obligatorio para percibirlas, estas serán incrementadas en un 50%.-

Si hubieran existido causa que justificaren la conducta del empleador,

los Jueces mediante resolución fundada, podrán reducir prudencialmente el

incremento indemnizatorio dispuesto, por el presente artículo hasta la

eximición de su pago..." (art. 2º ley Nº 25.323. Los requisitos exigidos

por la ley para que opere el incremento del 50% de las indemnizaciones

previstas en los artículos Nº 232, 233 y 245 de la ley de contrato de

trabajo son: 1- un despido incausado o sin justa causa, directo o

indirecto; 2- intimación fehaciente al empleador por parte del trabajador

a que se le abone el importe de dicha indemnización; 3- la renuencia del

empleador al pago de las indemnizaciones en el plazo fijado, 4-

interposición por el trabajador de acciones judiciales u otra instancia

previa de carácter obligatorio para percibirlas.-

Que, analizadas las constancias de autos, a mi criterio se hallan

cumplidos en parte los requisitos exigidos por la ley para que esta sea

operativa. En efecto, en la causa consta la intimación del trabajador

TCL. 82253862 de fecha 14 de noviembre de 2012, es más, es obvio que la

demandada no desconocía adeudar al trabajador, las indemnizaciones por

despido, atento a que ella reconoce, que el trabajador no percibió, toda

vez que consigna la suma que ella cree deber en fecha 30-11-12.-

Al respecto se ha resuelto que: “... A fin de determinar la fecha de
exigibilidad del de la obligación, debe estarse a lo dispuesto en los

artículos 128 y 149 de la LCT., por lo que los referidos créditos deben

satisfacerse dentro de los cuatro días hábiles de producirse el distracto

que genera el derecho a la acreencia...” (Cámara de Apelaciones en lo

Laboral Ctes. Sentencia Nº 14 del 28-02-11).-



En conclusión, cumplido a mi entender, por parte del trabajador con la

carga de la prueba impuesta, corresponde acoger el rubro pretendido

previstos en la ley Nº 25.323 art. 2º, en la extensión que señalaré

seguidamente.-

XVI-) Que, respecto a la falta de pruebas, se ha resuelto que: “... en el
proceso laboral frente a hechos dudosos o simplemente no probados por los

litigantes, el Juez pronunciara sentencia responsabilizando a la parte

que, según su posición en el pleito, debió justificar sus afirmaciones y,

sin embargo, no llego a formar la convicción judicial acerca de los

hechos controvertidos, porque lo que decide el pleito es la prueba y no

las simples afirmaciones unilaterales de las partes...” (conf. T. Trab.

Nº 2, Lanús, Diciembre 22/997, “D.T.” 1998-B, pág. 2092).-

Que, “...cabe recordar que la carga de la prueba no supone, pues ningún

derecho del adversario, sino un imperativo del propio interés de cada

litigante, es una circunstancia de riesgo que consiste en que quien no

prueba los hechos que ha de probar, pierde el pleito. Puede quitarse esa

carga de encima, probando, es decir, acreditando los hechos que la ley

señala...es lo mismo no probar que no existir...”, 15.05.1999, (Cámara de

Apelaciones en lo Laboral y de Paz letrada de Corrientes, “Vallejos
Victoriano y otra c/ Ministerio de Gobierno y Justicia de Corrientes”, la
Ley Litoral “JURIS”, Febrero de 2.000, pág. 56/57) (Boleso, Héctor Hugo:

Código de Procedimiento en lo Laboral de la Provincia  de Corrientes, Ob.

Cit. Página 188.-

XVII-) Que, a continuación, corresponde que el Juzgado practique planilla

de los rubros y montos acogidos de la reconvención, conforme lo expuesto

en los Considerandos precedentes.-

Aclarando que los montos depositados por el accionante y retirados por el

accionado, se descuentan imputados como pago a cuenta (art. 260 LCT):

-INDEMNIZACION POR DESPIDO:

-indemnización art. 245 LCT (10 periodos) ---------------- $ 56.807,78

-Preaviso (2 sueldos) ------------------------------------ $ 11.361,56

-Vacaciones diferencias ---------------------------------- $ 1.559,11



Sub-total ------------------------------------------------- $ 69.728,45

-INDEMNIZACION LEY Nº 25.323:

-Ley Nº 25.323 (art. 1) -- $ 68.169,34 x 50% = ------------- $ 34.084,67

Sub-total -------------------------------------------------- $ 34.084,67

-TOTAL ---------------- $103.813,12 - $8.533,01 (fs.15 vta.) $ 95.280,11

XVIII-) Que, al monto del capital acogido por el Juzgado o sea la suma de

$95.280,11 corresponderá aplicar un interés anual desde que cada suma es

debida, hasta la fecha de su efectivo pago, equivalente a la tasa activa

Segmento 3- que aplica el Banco de Corrientes SA, o la que eventualmente

la reemplace, y en igual periodo, la suma se actualizara conforme el

índice nacional de precios al consumidor nivel general. Respecto a la

tasa de interés, he tenido en cuenta lo decidido por la C.S.J.N. en

autos: “Banco Sudameris c/Belcam S.A.”, con fecha 17.05.94 (Rev. La Ley -

03.06.94 - pág. 05), y el Acta 2155 de fecha 09.06.94 de la C.N.T. que

deja sin efecto la Resolución Nº 6/91, y el Acta 2100 del 24.06.92;

Acordada Nº 2357 de día 07 de mayo de 2002 de la CNAT, y Resolución Nº

8/2002. Asimismo, CNAT Sala VI en autos “SANTOS ALICIA GRACIELA Y OTROS
C/ TRANSPORTADORA DE CAUDALES JUNCADELLA S.A. S/ ACCIDENTE-ACCION CIVIL”,
de fecha 05 de marzo de 2.002, Votos de los Dres. Capón Filas y Fernández

Madrid.-

Que, en cuanto a la actualización por desvalorización monetaria, atento a

lo dispuesto por los arts. 14 bis, 31, 17, 18, 75 inc. 22 de la C.N., que

se supraordinan a la ley 25.561; corresponde declarar de oficio la

inconstitucionalidad de los arts. 7 y 10 de la ley 23.928, modificados

por el art. 4 de la ley 25.561 y el artículo 5 del D 214/02. Al respecto

adhiero a la jurisprudencia que ha resuelto:

“1. Ante la inflación desatada a partir de enero del 2002, para mantener

el valor del crédito en el mercado, se debe actualizar su monto desde ese

mes hasta su pago. 2. De ello se deduce que si, en eones inflacionarios,

una norma obstaculiza la adecuación de la condena formal a la realidad

del mercado, debe ser declarada in-constitucional en el caso concreto al

impedir la relación entre vida digna y propiedad, vinculación resaltada

con sentido prospectivo en el Pacto Internacional de Derechos Económicos,



Sociales y Culturales art.11” (voto Capón Filas, adhesión de De la Fuente

) (CNAT Sala VI en “ALCARAZ APARICIO MIGUEL C/ IMPO MUNRO S.A. S/
DESPIDO”, del 06.09.2002 ).-

En igual sentido el 28.06.2002 el Tribunal de Trabajo N: 1 de Mar del

Plata en “González, Juan P. C. Luna, Eduardo A. S. Indemnización por

despido”, EXP. 45.571, recepta la indexación por índice de costo de vida

de los montos por los que prospera la demanda; idem. T. Trab. Nº 1 de

Morón, “Pena c/Trefilio, Jorge”, 2/05/2002, Errepar DL ago-2002, pág. 702

y ss., con nota de Carlos Pose). Criterio a su vez confirmado por la

Cámara en lo Laboral de Corrientes en: “OLIVERA AVELINA Y OTRO c/
SERVIJARDIN y/u OTRO s/ IND.” Expediente 9583, sentencia Nº 123, del 23-

09-2003, “SABAO, PEDRO DANIEL c/ SERVIJARDIN y/u OTRO s/ IND.” Expte.

9689, Sentencia Nº 180, del 21-11-2003, CUEVAS, JUAN MANUEL Y OTRA c/

SERVIJARDIN Y/U OTRO s/ IND.” Expte. 9687, sentencia Nº 181, del 21-11-

2003.-

También se ha resuelto que: “Por imperio de la misma realidad que he
tenido en cuenta para resolver el fondo de la cuestión, es que decreto la

inconstitucionalidad de marras e impongo el índice de actualización

indicado: la realidad económica del país muestra a las claras, día a día,

como existe una genuina depreciación monetaria” (CNAT, Sala III,

10.5.2011, Diana Canal en minoría).-

A su vez, Capón Filas comenta: “La indexación mas la tasa bancaria fue

objeto de mi tesis doctoral (U.N. del Litoral, 1973) (un resumen obra en

Las deudas de las empresas y la depreciación monetaria, Plus Ultra, Bs.

As.). Dicha posición fundamento la primera ley indexatoria del país que

fuera luego recogida en el Régimen de Contrato de Trabajo). Por eso, la

posición minoritaria de la Dra. Canal es autentica mientras la

mayoritaria es meramente “narradora de normas” y dogmatica porque todo el

mundo sabe por la diferencia de precios en las góndolas que la inflación

es una realidad, no una sensación”, Revista Científica del EFT Nº 74,

www.eft.org.ar.).-

Que, sin perjuicio que he tomado conocimiento del criterio de la Excma.

Cámara Laboral, en autos: “LAGRANA MANUEL F. c/ LA MANZANA S.A. s/ IND.

POR ACCIDENTE DE TRABAJO”; expediente 9618. En cuanto a la tasa de

www.eft.org.ar


interés, no comparto los argumentos expuestos por dicho Tribunal, ya que:

1º me parece impropio hablar de “enriquecimiento sin causa”, cuando la
actora se ha visto obligada a litigar, y los interés y actualización

monetaria, son consecuencia directa (causa) y se liquidan en razón de la

falta de pago del deudor moroso; 2º que los intereses se deben como fruto

de capital y son independientes de la actualización monetaria, que solo

recompone el valor de la moneda depreciada, 3º que una tasa de interés

como la pasiva, es un premio al incumplidor.-

Que, “la Corte ha precisado en reiteradas oportunidades que el

reconocimiento de la actualización monetaria deriva de la variación del

valor de la moneda, que se da con independencia de la situación de mora

de la deudora, doctrina que se funda en la inviolabilidad de la propiedad

tutelada por el art. 17 de la Constitución Nacional (Fallos: 310:689 y

1706; 313:946; 317: 188) “CSJN, 18-12-2003, autos “B. 837. XXXVII.,
“Banco Ganadero Argentino c/ Medicina técnica s/ ejecución hipotecaria”,
Diario Judicial.com, 17-03-2004).-

EPPUR SI MUOVE! (Galileo Galilei). Luego que algunos Tribunales se

negaron a reconocer el dato de la realidad de la inflación, tuvieron que

aceptar que esta existe y produce una licuación en el capital debido al

actor. La concepción tradicional -unidimensional del derecho, en doctrina

y jurisprudencia, identifica a aquel con la norma. De ahi la dificultad

de conseguir respuestas justas, a las demandas de justicia, que plantea

la realidad. La Teoría Sistémica del Derecho -cuatridimensional-, concibe

al derecho como un sistema autopoyetico, que tiene dos entradas: la

realidad (R) y los valores (V), y dos salidas: las normas (N) y la

conducta transformadora (T). La realidad torna evidente situaciones,

donde el derecho es llamado a intervenir para proteger, resguardar o

garantizar la tutela del ser humano. Por lo tanto, la postura de no

actualizar el capital compensando la desvalorización monetaria y

aplicando tasas de interés irrisorias, vulnera el art. 14 bis, y

contradice un elemental sentido de justicia.-

Con relación a la tasa de interés, destaco que el Excmo. STJ Ctes. en

fallos 66/06, Expte. 26.500/06, 41/07, Expte. EDL 6310/06, 47/07, Expte.

ELI 10083/03, dispuso la aplicacion de la tasa activa. Criterio asumido



por la Exma. Cámara Laboral en Sentencia 89/07 del 22/08/2007 Expte.

10661, “Ramírez c/Coden”.-

Que, en consecuencia, mantendré el criterio expuesto en los primeros

párrafos del Considerando, por estimarlo adecuado a los art. 14 bis, 16 y

17 de la C.N.-

XIX) Que, por lo expuesto, constancias de autos, C.N.,  C.C., leyes Nº

20.744, ley Nº 25323, Nº 25.345, Nº 5822, CPCyC, NE 3540, doctrina y

jurisprudencia citadas, es que corresponde y así,

FALLO:

1º) NO HACER LUGAR a la demanda de pago por consignación promovida por

TURISMO MIRAMAR S.R.L., conforme los fundamentos expuestos en los

Considerandos precedentes.-

2º) Hacer lugar parcialmente a la reconvención deducida por JULIO

SOLOAGA, en la extensión señalada, condenando a TURISMO MIRAMAR S.R.L., a

depositar en el Banco de Corrientes S.A., y como perteneciente a este

Juzgado la suma de Pesos: NOVENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS OCHENTA con ONCE

CENTAVOS, dentro de los cinco días de notificado de la presente

resolución.-

3º) IMPONER las costas, al actor reconvenido TURISMO MIRAMAR SRL, en su

carácter de vencido (art. 87  Ley Nº 3.540).-

4º) MANDAR PAGAR la cantidad condenada, actualizándola con mas sus

intereses y costas de conformidad a las pautas dadas en el considerando

XVIII.-

5º) DECLARAR DE OFICIO la inconstitucionalidad de los arts. 7 y 10 de la

ley Nº 23.928, modificado por el art. 4 de la ley Nº 25.561 y el art. 5º

del Decreto 214/02 por las razones expuestas en el Considerando XVIII.-

6º) REGULAR los honorarios profesionales de los letrados intervinientes

en el presente juicio, por la actora reconvenida, vencida, Dra. NORMA

ZAMUDIO DE MARTINEZ, por tres etapas del juicio, en la suma de Pesos:

QUINCE MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y CINCO con TREINTA Y SIETE CENTAVOS

($15.435,37), arts. 6, 8 y 42 ley Nº 5822, y por la demandada



reconviniente, ganadora, Dres. MARIA NATALIA CARDOSO y JUAN CESAR ROMERO,

en conjunto por tres etapas del juicio en la suma de Pesos: DIECINUEVE

MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y CUATRO con VEINTIDOS ($ 19.294,22).-

El monto de los honorarios regulados por los trabajos realizados, durante

la vigencia de la ley Nº 5822, devengara un interés moratorio (art. 622

CC), conforme lo previsto por los arts. 53 y 54 (ley Nº 5822), el que se

calculara desde la mora y hasta su efectivo pago, aplicando la tasa

activa del Banco Nación Argentina, cartera general o similar que la

sustituya. Además, dichos montos también deberá actualizarse si

correspondiere.-

-INSERTESE copia de la presente resolución al expediente, NOTIFIQUESE,

REPONGASE Y oportunamente ARCHIVESE.-

Héctor Hugo Boleso

---Juez---

Juzgado Laboral Nº 1

Corrientes


